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Capítulo primero

ALGUNAS CLAVES TEÓRICAS 
PARA ENTENDER LOS GOBIERNOS DIVIDIDOS 

SIN MAYORÍA EN MÉXICO

México transitó a la democracia entre 1977 y 1997; lo hizo a través de múl-
tiples reformas políticas centradas, principalmente, aunque no de manera 
exclusiva, en lo electoral, que lograron romper la hegemonía del PRI y esta-
blecer un sistema de partidos competitivo que trastocó, acaso apenas, la rela-
ción de controles y equilibrios entre el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo 
y el Poder Judicial, e introdujo otros cambios fundamentales de un régimen 
democrático.

Aun con todas sus debilidades, es posible afirmar que México cruzó 
exitosamente el umbral mínimo para ser considerado un país democrático 
y entrar en un periodo de consolidación que estuvo marcado por las siguien-
tes características: relativa pérdida del poder omnímodo del presidente, y 
cambio de un sistema de partido hegemónico a un sistema de pluralismo 
limitado y competitivo en el que dominaron tres fuerzas políticas y donde 
los partidos menores se convirtieron en satélites inestables con intereses en 
alguna de esas tres fuerzas. Por otra parte, el Poder Legislativo y el Judicial 
adquirieron una relevancia que no ha tenido precedentes en la historia de 
México como nación independiente.

Entre 1997 y 2018, periodo de estudio de este trabajo, fueron veintiún 
años de gobiernos sin mayoría o gobiernos divididos; es decir, el partido del 
Ejecutivo no contó con mayoría absoluta en el Congreso, lo que fue deter-
minante para el desarrollo político mexicano, por ello es relevante tomar 
en cuenta la actuación de las legislaturas LVII a la LXIII, cada una de ellas 
con sus especificidades.

La pregunta central de este trabajo es relativamente simple: ¿qué desem-
peño tuvo el Poder Legislativo en el proceso de consolidación de la democra-
cia en México entre 1997 y 2018? Nos conduce al planteamiento teórico 
que se encuentra detrás de este trabajo: el institucionalismo está limitado 
por la ética política. Los cambios institucionales introducen condiciones 
necesarias en los regímenes y en los sistemas políticos, pero deben ir acom-
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pañados por una transformación en los valores de los actores políticos; lo 
que Almond y Verba (1989) llamaron cultura cívica. La natural inestabilidad 
de los regímenes políticos se incrementa cuando los cambios institucio-
nales no son acompañados por la transformación de la ética política que 
legitima al Estado. De acuerdo con Garzón Valdés (2000), la democracia 
inherentemente tiene ciertas tendencias suicidas que sólo se pueden con-
tener a través de la legitimidad y la actuación de los agentes políticos que 
contienen sus ambiciones por su compromiso con los valores propios de 
los regímenes democráticos.

En las dos décadas de estudio los partidos políticos se convirtieron en 
actores centrales de la política mexicana en dos ámbitos complementarios, 
pero es importante diferenciarlos: en el espacio de la competencia electoral 
y en la vida en el Congreso.

Tomo de Norberto Bobbio (1987) y de Michelangelo Bovero (2020) la 
definición binaria que distingue dos tipos de regímenes: los democráticos y 
los autocráticos. Si bien la distinción teórica entre un régimen democrático 
y uno autocrático es clara, los regímenes históricos que conocemos en la 
realidad tienen distintas dimensiones, más o menos democráticas, que co-
existen con rasgos autoritarios y cuya evolución no siempre es armónica ni 
unidireccional; en ello se sustentan las discusiones académicas sobre si un 
determinado país, en cierto momento en la historia, puede o no ser consi-
derado una democracia.

Desde Joseph Schumpeter (1942) se planteó la utilidad de una defini-
ción mínima de democracia que permitiera una discriminación relativamen-
te sencilla entre los regímenes democráticos de aquellos que no lo son, co-
múnmente se conoce su teoría como realista y se limita a aquel método de 
competencia electoral para formar gobierno; en su concepción es indispen-
sable que exista una competencia efectiva. Si bien considero que no se debe 
descartar esta definición mínima, reconozco que ha sido tan ampliamente 
utilizada como criticada, por ello propongo avanzar sobre la definición que 
Norberto Bobbio (1987) elabora sobre los mínimos de Schumpeter, y que nos 
propone seis condiciones sine qua non a las que llamó universales procedimentales:

i)	 Todos los ciudadanos que hayan alcanzado la mayoría de edad, sin 
distinción de raza, religión, condición económica, de sexo deben go-
zar de derechos políticos; es decir, cada uno debe gozar del derecho de 
expresar la propia opinión de elegir a quien la exprese por él.

ii)	 El voto de todos los ciudadanos debe tener el mismo peso.
iii)	 Todos aquellos que gocen de derechos políticos deben ser libres de 

votar según su propia opinión, formada, en lo posible, libremente, es 
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decir, en una libre competencia entre grupos políticos organizados 
en concurrencia entre sí.

iv)	 Deben ser libres también en el sentido de que deben ser puestos en 
condiciones de elegir entre soluciones diversas; es decir, entre partidos 
con programas diversos y alternativos.

v)	 Sea para las elecciones, sea para las decisiones colectivas, debe valer 
la regla de la mayoría numérica, en el sentido de que se considere electo 
el candidato o se considere válida la decisión que obtiene el mayor 
número de votos.

vi)	 Ninguna decisión tomada por la mayoría debe limitar los derechos de la minoría, 
particularmente el derecho a devenir a su vez mayoría en igualdad 
de condiciones (citado por Salmorán Guadalupe, 2019, pp. 69-70, 
subrayado propio).

Dice Bovero (2020):

Llamo regímenes a las distintas configuraciones posibles, alternativas entre 
ellas, de la relación del poder político, o sea, de la relación entre gobernantes 
y gobernados, cuyos caracteres esenciales son definidos por las normas que 
regulan la titularidad y el ejercicio de los derechos políticos, entendidos estos 
como aquellos (aquél tipo de) derechos fundamentales que atañen precisa-
mente a la participación individual en el poder político, es decir a la forma-
ción de las decisiones colectivas. (p. 18)

Ambos italianos siguen a Kelsen en la distinción de dos regímenes que, 
por supuesto, debemos considerar tipos ideales en el sentido weberiano: la 
democracia y la autocracia.

Ahora bien, a pesar de que ha habido en el mundo democracias que 
han durado literalmente siglos, hay que reconocer que los regímenes son 
naturalmente inestables. Levitzki y Ziblatt (2018) ya nos demostraron que 
aun las dos democracias más consolidadas, Estados Unidos y Gran Breta-
ña, no están exentas de regresiones autoritarias que puedan conducirlas 
a regímenes autocráticos. Esta inestabilidad obliga a entender que en los 
tiempos políticos de cada país o región, dependiendo del objeto de estudio, 
existen también dos tendencias: los movimientos políticos propiciados por, 
o sumados a la actitud de los actores políticos que tienden a fortalecer o 
debilitar la democracia; alejan o acercan a un país, en un determinado mo-
mento, hacia la autocracia. Proponen que la estabilidad de los regímenes 
democráticos exige el respeto al Estado de derecho, rule of  law, por parte de 
toda la ciudadanía, pero de manera particular de parte de las élites políti-
cas, y para ello es indispensable tener actitudes personales y grupales que 
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van más allá de las reglas escritas. Dedican atención especial al papel de 
los partidos políticos que deben actuar como “guardianes de la democracia”, 
particularmente en momentos críticos, como es el proceso de selección de 
candidaturas. En cuanto a la responsabilidad personal, establecen que las 
personas políticas deben actuar con forbearance, traducido como cortesía 
política, o quizá debamos entenderla como la virtud aristotélica del pudor 
o la prudencia al momento de ejercer el poder. Imposible legislar sobre la 
obligación para actuar con esta prudencia porque por su naturaleza ética 
requiere del juicio del momento a partir de una coyuntura determinada; 
pero en esos dilemas el político debe demostrar que sus acciones son las 
mejores posibles para proteger a la democracia, no a su partido y mucho 
menos a sí mismo.

Garzón Valdés (2000) considera que la democracia es una institución 
con fuertes tendencias suicidas. En su propia inestabilidad y dinamismo 
puede acercarse a la autodestrucción, y siguiendo la lógica de su propia 
actuación es inevitable que aparezcan ciertas tendencias que pudieran con-
siderarse como “naturales”. Garzón, como filósofo político, reconoce la im-
portancia y la trascendencia del diseño institucional, sin embargo, también 
admite que es una condición necesaria, pero no suficiente para la sobrevi-
vencia de un régimen democrático, y agrega la dimensión ética del Estado 
y de los actores políticos. En el binomio democracia-autocracia tiende a 
haber una valoración ética que presupone que la primera es mejor que la 
segunda, sobre todo si se trata de defender la dignidad individual de las per-
sonas y el libre desarrollo de su autonomía en el respeto de sus derechos fun-
damentales. Desde su perspectiva, el problema fundamental de la ciencia 
política es justificar la existencia del Estado. En los regímenes democráticos 
la justificación del Estado pasa por el replanteamiento de los principios de 
legitimidad del poder político en clave del control del poder, con la finalidad 
última de garantizar el respeto a los derechos fundamentales. En este senti-
do, los valores éticos de un régimen democrático exigen que el ejercicio del 
poder parta del respeto a la libertad y la justicia.

La democracia representativa, única democracia posible en la actuali-
dad, se sostiene en la indispensable ficción de que la asamblea parlamenta-
ria, o Poder Legislativo, es representante de la voluntad popular. Todas las 
Constituciones liberales protegen, siguiendo a Burke,1 el mandato libre de 
los representantes y, por tanto, se asume que el Parlamento es una asamblea 

1		 Véase el célebre “Discurso a los electores de Bristol”, de Edmund Burke, disponible 
en: https://press-pubs.uchicago.edu/founders/documents/v1ch13s7.html (fecha de consulta: 10 de ene-
ro de 2024).
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deliberante a la que debería preocuparle el bien común; se supone obligada 
a poner el interés de la nación por encima de los intereses particulares de los 
representantes o sus partidos. En esta lógica, las decisiones tomadas por la 
regla de la mayoría se convierten en obligatorias, tanto para la mayoría que 
votó por ellas como para la minoría que votó en contra. Garzón (2000, p. 
29) se refiere a la “paradoja de la democracia” con la relación entre gober-
nantes y gobernados que, inevitablemente, tiene elementos coercitivos (en 
tanto imposición y no como represión) del consenso mayoritario.

A partir de esta paradoja se desprenden las tendencias suicidas de la de-
mocracia, expresadas, fundamentalmente, en la actividad del Parlamento. 
Habla de dos tendencias que conducen a la autodestrucción: por un lado, 
la ilimitabilidad de la soberanía, y por el otro, la tendencia humana a los 
comportamientos parasitarios; es decir, la tendencia, naturalmente egoísta, 
al incremento del poder por encima de los intereses de la nación o del lla-
mado bien común.

No existe teoría de la democracia liberal que no plantee como condi-
ción indispensable (conditio sine qua non) la necesidad de establecer controles 
al poder, y la primera y más importante forma de control del poder político 
está en la división de poderes. Aun cuando parezca un contrasentido, sólo 
podemos hablar de democracia cuando el poder soberano de la Asamblea 
acepta limitarse a sí mismo, instituyendo la división de poderes. Posterior-
mente, las élites políticas deben tener la fortaleza ética de no caer en la 
tentación de romper esta división de poderes incluso cuando controlen una 
mayoría parlamentaria que pudiese alcanzarles para hacerlo.

Sin embargo, la dificultad de la estabilidad democrática estriba en esta 
tendencia natural del poder a rebelarse en contra de los controles, aun cuan-
do estos sean autoimpuestos. Cuando la Asamblea cae en la tentación de 
romper los controles democráticos al poder, entra a la ruta que lo conducirá 
a la destrucción de la democracia. “El tránsito legislativo de la democracia 
de Weimar al régimen nazi con la ley de poderes plenos otorgados a Hitler 
es una buena prueba no muy lejana de la posibilidad fáctica del suicidio de-
mocrático” (Garzón, 2000, pp. 31 y 32).

Tenemos muchos otros ejemplos más cercanos en el tiempo, en Améri-
ca Latina, que ahora nos permiten hablar de lo que Bovero llamó autocracias 
electivas, regímenes que pierden las características esenciales de la democracia 
a pesar de que el grupo en el poder haya llegado a través de procesos elec-
torales democráticos. En Perú podemos hablar de Fujimori; en Venezuela, 
de Chávez; en Ecuador, de Correa, y en Bolivia, de Evo Morales. También 
deben ser consideradas una regresión autoritaria las acciones de Trump y 
los republicanos en el Congreso de Estados Unidos, en sus cuatro años de 
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gobierno hasta culminar con el desconocimiento de los resultados electorales 
y haber incitado a la rebelión del 6 de enero de 2020.

Resulta evidente que las conductas suicidas de la democracia pueden 
aparecer en gobiernos que se autodenominan de derechas o de izquierdas. 
No es la postura ideológica del gobernante o la de su partido lo que evita la 
aparición de conductas suicidas; sólo la penetración de la ética democráti-
ca en los actores políticos puede contener las tendencias autodestructivas 
que consciente o inconscientemente serán atraídas por el magneto del au-
toritarismo.

Con relación a la democracia y la tendencia al comportamiento para-
sitario de sus principales actores (gobernantes, representantes y partidos 
políticos), tenemos una tendencia natural de las fuerzas democráticas a la 
concentración del poder. Tanto la democracia como el mercado, la otra 
institución suicida estudiada por este autor, tienden a la concentración del 
poder; la democracia busca romper las reglas de la división de poderes y 
el mercado tiende a las prácticas monopólicas,2 por ello se requiere de una 
protección constitucional que contrarreste sus tendencias suicidas, habida 
cuenta de que, en principio, es más difícil cambiar la Constitución que 
las disposiciones contenidas en leyes secundarias. Tanto en la democracia 
como en el libre mercado la libertad incontrolada de quienes detentan el 
poder tiende a destruir la libertad individual. Para colmo de males, dice 
Garzón (2000), las tendencias del mercado, del capitalismo,3 al suicidio, a 
su vez refuerzan las tendencias suicidas de la democracia, lo que incremen-
ta su tendencia a la inestabilidad (p. 65).

Habrá que tener precaución cuando se habla de estas tendencias, es-
pecialmente porque hay que comenzar por reconocerlas como lo que son, 
no estamos hablando de un destino manifiesto inescapable. Existen reme-
dios institucionales para detener los comportamientos parasitarios de las 
asambleas representativas, así como la necesidad de fomentar las conductas 
éticas de las personas y generar incentivos, así sea el de la legitimación y el 
prestigio personal, que favorezcan la ética de la responsabilidad en el senti-
do weberiano del término; es decir, el político (elegido o designado) deberá 
asumir las consecuencias de sus decisiones. Los cambios institucionales re-
quieren de la aceptación de los valores en los que se basa la legitimidad 

2		 No es casualidad que en muchos países existan instituciones encargadas de proteger la 
libertad del mercado y sancionar las prácticas monopólicas: en México, la Comisión Federal 
de Competencia; en Estados Unidos, la Free Trade Comission.

3		 Garzón desarrolla ampliamente la idea de las tendencias suicidas del capitalismo en el 
texto multicitado. Dentro de ellas, la más relevante para nuestro argumento es la resistencia 
a la competencia entre iguales que propician los monopolios u oligopolios.
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democrática, al menos por los principales actores políticos, y estos nuevos 
valores democráticos4 deben servir para orientar la actuación de los nue-
vos jugadores de la política.

Ya Tocqueville advertía los riesgos de la tiranía de la mayoría, de la mis-
ma manera que Kelsen (citado por Garzón) expresó que hay una gran dife-
rencia entre principio de la mayoría y dominio de ésta. En otras palabras, 
para sobrevivir la democracia requiere del respeto al pluralismo, primero, la 
protección de las minorías, después de la elección deberán tener legitimidad 
y facultades para participar en la Asamblea, en el Poder Legislativo; segun-
do, la mayoría no debe obstaculizar o inutilizar su capacidad deliberante, 
por ello su participación en la asamblea de representantes resulta no sólo 
necesaria, es indispensable. El derecho de las minorías no puede ser objeto 
de la negociación parlamentaria. “Abraham Lincoln veía claramente el peli-
gro de no respetar el coto vedado cuando dijo: «Si en virtud de la mera fuerza 
de los números, una mayoría puede privar a una minoría de un derecho 
constitucional escrito, ello puede justificar, desde el punto de vista moral, la 
revolución»” (Garzón, 2020, p. 101).

De lo anterior se desprenden, al menos, tres vertientes que son relevan-
tes. Primero, si tomamos en cuenta las tendencias suicidas de la democracia, 
descubriremos que la inestabilidad es la regla y no la excepción. Cualquier 
democracia, por duradera que haya sido, por consolidada que parezca, 
siempre puede ceder a la tentación de las prácticas autodestructivas que le 
conduzcan a la autocracia. Segundo, los derechos de las minorías deben ser 
protegidos de manera especial para asegurar que las mayorías no los des-
truyan; es decir, la existencia de tribunales constitucionales es indispensable 
para proteger el pacto fundacional de la democracia y resolver los conflictos 
de dos o más derechos fundamentales en colisión, pero, sobre todo, para 
proteger a los gobernados de actos inconstitucionales de los gobernantes. 
Tercero, la llamada ingeniería constitucional, o desarrollo institucional, es 
condición necesaria para el buen funcionamiento de una democracia, pero 
nunca es suficiente. No podemos prescindir del compromiso ético de los 
actores, individuos e instituciones con el ethos democrático, en palabras de 
Steven Levitzki y Daniel Ziblatt, no hay democracia sin demócratas y nin-
gún aparato legal es suficiente para proteger a la democracia si no hay en 
los actores un certero, aunque intangible, compromiso con la “cortesía polí-

4		 Nos referimos, como hemos venido diciendo, al respeto a los derechos humanos, el 
compromiso con el Estado de derecho, la capacidad de autocontención de las mayorías para 
no nulificar a las minorías, y las actitudes prudentes para no abusar del poder en beneficio 
propio o de una camarilla.
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tica” (forbearance); la prudencia que lleva a la aceptación de reglas no escritas 
que los actores no se atreven a romper porque tienen un claro compromiso 
con hacer funcionar a la democracia (2018, pp. 102-105).

Resulta ahora necesario regresar a los seis postulados universales, tanto 
por Bobbio como por Bovero, para distinguir a una democracia procedi-
mental de la que no lo es. En 1997 México traspasó el umbral de las au-
tocracias para legítimamente poder ser calificado como régimen democrá-
tico. Con todas las limitaciones de una democracia naciente, es innegable 
que la transformación de las reglas electorales aseguró una mínima condi-
ción de igualdad legal entre los individuos, que garantizaba la posibilidad 
de inclusión sin más discriminación que la edad y la nacionalidad; es de-
cir, todas las personas mexicanas mayores de 18 años tienen el derecho al 
voto activo y pasivo. Los votos de todas las personas tienen el mismo peso, 
por lo que se puede afirmar que se cumple la condición de igualdad como 
equivalencia.

Es evidente que el pluralismo existe en dos dimensiones: por un lado, 
hay más de un partido político en condiciones de ganar en todos los pro-
cesos electorales, y por otro, en las dos décadas de la transición en México 
se incrementó, de manera sustancial, la oferta y la libertad de expresión 
en los medios de información, lo que permite elegir de manera informada 
entre diferentes opciones políticas. Las decisiones políticas son tomadas por 
la mayoría, sin embargo, la concurrencia de las minorías a la asamblea de-
liberativa garantiza la sobrevivencia de estas, y la condición de mayoría y 
minoría se asume como temporal y está definida por los procesos electorales 
justos, periódicos y competitivos (Bovero, 2008).

Una vez aceptada la distinción entre regímenes democráticos y au-
tocráticos, reconocemos, también de acuerdo con Bobbio y Bovero, dos 
sistemas de gobierno: los parlamentarios y los presidencialistas.5 Si bien 
retomamos la discusión de autores clásicos sobre la dificultad histórica que 
han tenido los presidencialismos para ser regímenes democráticos, no con-
sidero que por definición los sistemas presidenciales estén destinados al 
fracaso. Existen, han existido y pueden existir, sistemas presidenciales dig-
nos de ser catalogados dentro del grupo de las democracias, pero también 
hay múltiples ejemplos de sistemas parlamentarios que no han logrado la 
consolidación de regímenes democráticos. Los dos ejemplos clásicos de la Eu-
ropa Occidental son la República de Weimar (Alemania, 1919-1933) y la 

5		 Reconozco que existe el semipresidencialismo de la V República francesa, un modelo 
híbrido que intentó combinar lo mejor de ambos sistemas, al que no dedicaré mayor espacio 
por no considerarlo relevante para el trabajo aquí presentado.
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IV República Francesa (1946-1958) (Carbonell & Salazar, 2006; Valadés, 
2018; Bovero, 2020).

Aquí partimos de que los sistemas presidenciales pueden ser democráti-
cos siempre y cuando reúnan ciertas condiciones, entre ellas —quizá la más 
importante—, que la división de poderes sea capaz de establecer, de manera 
efectiva, controles entre ellos. Un sistema presidencial deviene, con relativa 
facilidad, en un presidencialismo autoritario cuando de jure o de facto deja 
de funcionar la división de poderes; es decir, cuando se sucumbe a las ten-
taciones autocráticas que el propio régimen democrático encierra. Como 
la historia nos ha enseñado en muchas ocasiones, no es necesario un golpe 
de Estado encabezado por un grupo militar para terminar con un régimen 
democrático; basta con llevar a cabo ciertas medidas que permitan romper 
los controles entre poderes, o legislar de tal forma, que se nulifique la acción 
política de las minorías para convertirse en autocracia, aunque ésta haya 
sido de carácter electiva.

Por ello es importante establecer con claridad diferencias entre los sis-
temas presidenciales no democráticos, reconocidos tradicionalmente como 
presidencialismo autoritario, y los sistemas presidenciales democráticos; 
entre ambos suele haber un presidencialismo transicional que transforma 
algunas de sus características autoritarias en cualidades democráticas, o al 
menos democratizadoras, pero en donde persisten otras cualidades clara-
mente autoritarias que se resisten a desaparecer.

El tradicional corresponde al ejercicio autoritario del poder, altamente con-
centrado en la persona que ocupa la titularidad de la presidencia, con re-
lación al cual los controles políticos y jurisdiccionales no representan una 
garantía eficaz para los derechos fundamentales; el transicional corresponde 
a una etapa de desarrollo en la que existen controles jurisdiccionales eficaces, 
pero donde los controles políticos no han alcanzado pleno desarrollo; en el 
democrático están presentes los controles políticos y jurisdiccionales (Valadés, 
2020, pp. 31 y 32).

Después de 1997 se abrió en México un periodo de consolidación ca-
racterizado por la ausencia de un Congreso Constituyente, que fue suplido, 
de alguna manera, por múltiples reformas hechas por el Poder Constitu-
yente del Congreso.6 Estas fueron producto de acuerdos interpartidarios 
indispensables para alcanzar la mayoría calificada. Es importante tener en 
cuenta que fueron acuerdos puntuales, de carácter coyuntural, y no deben 

6		 Al que con ironía Felipe Tena Ramírez llamó, en su momento, “el constituyente per-
manente”.
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considerarse como un nuevo proyecto de nación compartido por todas las 
fuerzas políticas, y mucho menos por toda la sociedad. Como se verá, mu-
chos de estos acuerdos se limitaron a redacciones confusas y difusas que no 
comprometían demasiado a ninguna de las fuerzas políticas que votaron 
por su aprobación.

Desde la década de 1990 mucho se discutió en México sobre la perti-
nencia de convocar a un Congreso constituyente que diera forma a un nue-
vo pacto democrático. Sin embargo, como bien lo estableció Jorge Carpizo 
(2011), éste no es un problema teórico, es, antes que nada, un problema po-
lítico que, necesariamente, supone un rompimiento radical con el pasado y 
las fuerzas políticas de éste, y aunque no necesariamente sea violento, debe 
haber un repudio claro al orden previamente establecido.

Para bien y para mal, las características “benévolas” del presidencia-
lismo autoritario, sumadas a la maleabilidad real de nuestra Constitución, 
han permitido un proceso de modernización de nuestras instituciones cons-
titucionales, sin asumir los riesgos de redactar una nueva Constitución que 
pudiera generar una fractura social y política con graves consecuencias de 
largo plazo. Se presume como ideal que una nueva Constitución se someta 
a un proceso de referéndum para ser aprobada, o rechazada, por toda la 
ciudadanía.7 Sin embargo, hay que reconocer que en México no se hizo este 
proceso legitimador cuando, en 2016, se aprobó la primera Constitución 
de la Ciudad de México. Huelga decir que tampoco se ha implementado 
la práctica del referéndum para que las reformas constitucionales tengan la 
legitimidad emanada de la aprobación popular. De haberse adoptado esta 

7		 Un Congreso constituyente que buscase aprobar un documento fundacional digno de 
ser considerado democrático necesitaría ser sometido a un proceso de referéndum, en el que, 
a través del voto universal y directo, la ciudadanía en pleno votase de manera dicotómica sí o 
no al nuevo texto. Vale la pena traer a colación el reciente proceso chileno, donde se convocó 
a un primer plebiscito para preguntar sobre la conveniencia de derogar la Constitución de 
1980 y redactar una nueva. Abrumadoramente se votó por el sí. Tras un año de trabajo del 
Congreso Constituyente (4 de julio de 2021 al 4 de julio de 2022), se sometió a un nuevo 
plebiscito el 4 de septiembre de 2022: el texto fue rechazado por el 62%, y de acuerdo con 
los propios chilenos, el rechazo provino, fundamentalmente, de las derechas. El presidente 
Gabriel Boric, considerado de izquierda, comprometido con que Chile lograra una nueva 
Constitución, convocó a un “Diálogo Nacional” con la preocupación de reformar el texto 
original para que alcanzara el consenso necesario y pudiera ser sometido otra vez a votación. 
El 17 de diciembre de 2023 se llevó a cabo el segundo plebiscito: el texto reformado volvió 
a ser rechazado, ahora por las izquierdas. Con este segundo rechazo se dio por cerrado el 
proceso constituyente, que dejó una sociedad política profundamente polarizada, en la que 
quizá el único acuerdo real sea el rechazo a la Constitución pinochetista. Disponible en: 
https://elpais.com/chile/2023-12-19/chile-cierra-el-proceso-constitucional-tras-rechazar-la-propuesta-
de-las-derechas.html.
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práctica, seguramente no tendríamos el exorbitante número de decretos de 
enmienda sobre la Constitución de 1917.

Ofrezco a continuación una síntesis de las trece razones de Carpizo por 
las cuales, a su parecer durante el proceso de transición y lo que alcanzó a 
ver de la consolidación,8 no fue necesario, ni mucho menos conveniente, 
convocar a un Congreso constituyente que nos propusiera una nueva ley 
fundamental:

a) Una nueva Constitución se crea, más allá de que se quiera o no, cuando 
así tiene que acontecer frente a la ruptura del orden jurídico… b) La Consti-
tución ha sido muy reformada, pero muchas de las reformas constitucionales 
han sido positivas, porque han introducido a la Constitución algunas de las 
instituciones más avanzadas del constitucionalismo de hace varias décadas y 
de nuestros días… c) Las Constituciones modernas son pactadas entre las fuer-
zas políticas y sociales más importantes de la nación. Se pacta el proyecto de 
Constitución para que ninguna de las fuerzas se sienta excluida del pacto. En 
el México actual todo indica que es más fácil pactar un paquete de reformas 
constitucionales —si es que ello se logra— que pactar el contenido de toda 
una nueva Constitución… d) Hay que luchar por ir resolviendo a la brevedad 
posible los más graves problemas que México tiene acumulados y no agregar 
otros… e) En muchos casos al momento de discutirse y pactarse una nueva 
Constitución, no se logra el acuerdo y para superar esta situación se redacta 
una norma “borracha” que es muy ambigua o se delega al legislador ordi-
nario la precisión de la institución… f) El diseño institucional o la ingeniería 
institucional de nuestra ley fundamental es adecuado… g) Se atribuyen a la 
Constitución muchos de los males de la realidad política y social ¿en qué 
norma se basó la existencia de un partido predominante y que el jefe real era 
el presidente de la República?… h) El presidencialismo mexicano que operó 
en la realidad es diverso del que asienta nuestra Ley Fundamental… i) Hay 
que saber con precisión qué queremos cambiar, por qué y cómo… j) Se pre-
tende sustituir la Constitución cuando comienza, sólo comienza, a funcionar 
como siempre debió haberlo hecho: cuando los controles legislativos hacen 
sus pinitos… k) La tesis y el aspecto fundamental de nuestra Constitución es 
la justicia social… En esta específica cuestión se corre el peligro, en una nue-
va Constitución, de que se den pasos hacia atrás… l) La Constitución tiene 
una legitimidad de décadas, es una síntesis de lo mejor de nuestra evolución 
jurídica-política… m) En muchas ocasiones el problema no es la norma, la 
reforma o la mutación constitucional, que es la adecuada, sino que es un 
problema de personalidad, de ambiciones o de mediocridades y frustraciones 
(Carpizo, 2011, pp. 160 y 162).

8		 Jorge Carpizo MacGregor falleció de manera inesperada el 30 de marzo de 2012.
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Podemos estar de acuerdo o no con algunas de las razones esgrimidas 
por Carpizo, pero considero que la realidad le ha dado, hasta ahora, la 
razón en la mayoría de ellas, como veremos a lo largo del texto y, especial-
mente, en el capítulo que trata sobre las reformas constitucionales que se hi-
cieron en el periodo de los gobiernos sin mayoría. Para bien del país, no hubo 
en esos veintiún años una ruptura social drástica; el Poder Legislativo ha 
sido capaz de incorporar instituciones democráticas importantes.

Sin embargo, también hay que reconocer que muchas iniciativas se 
quedaron en el tintero por falta de acuerdo.9 Es una verdad incontroverti-
ble que en muchas ocasiones las reformas constitucionales se han pactado 
con asombrosos niveles de ambigüedad, lo que Carpizo llamó “normas 
borrachas” con la finalidad inconfesa de alcanzar un aparente consenso y 
dejar para después la definición fina en la legislación secundaria, que en 
muchas ocasiones se postergó por años o, de plano, nunca llegó.

De acuerdo con Valadés, en América Latina los procesos de transición 
a la democracia han tenido lugar en tres ámbitos distintos: reformas insti-
tucionales, derechos humanos y sistemas electorales. Dependiendo de cada 
país se ha puesto mayor énfasis en unos que en otros, y no siempre este 
proceso ha sido armónico. En México, en el periodo de transición, se pri-
vilegiaron las reformas electorales; posteriormente, en el periodo de con-
solidación, las reformas que incidieron en la ampliación de los derechos 
fundamentales ocuparon un lugar preponderante entre las reformas cons-
titucionales; por último, es importante reconocer que también hubo una 
transformación, tímida e insuficiente, pero transformación al fin y al cabo, 
en el sistema de controles y equilibrios, que tuvo como efecto el acotamiento 
del presidencialismo tradicional que en este texto llamaremos, sin ambages, 
presidencialismo autoritario, retomando el trabajo “El presidencialismo mexi-
cano”, de Jorge Carpizo (1978 [2020]), y la clásica definición de Duverger 
(1988), que distinguen entre los sistemas presidenciales democráticos y los 
presidencialismos autoritarios.

 Diamond y Morlino operacionalizaron ocho diferentes dimensiones 
de la democracia, que resultan útiles para analizar tanto los procesos de 

9		 Como veremos en el capítulo relativo a las reformas constitucionales en los años 
de los gobiernos sin mayoría, crecieron de manera exponencial las iniciativas de ley y las 
iniciativas de reformas constitucionales. Muchas de estas no pueden tomarse con seriedad, 
pero otras habría sido muy interesante que se hubiesen aprobado con un auténtico acuerdo 
de las fuerzas políticas y con ganas de echarlas a andar eficientemente. Pienso, por ejemplo, 
en la transformación del informe presidencial en un acto auténtico de rendición de cuentas 
del Ejecutivo frente al Legislativo, y a través de él a toda la nación; pero este no es más que 
uno de los muchos ejemplos que se dieron en el periodo trabajado.



13EL PAPEL DEL PODER LEGISLATIVO EN LA DEMOCRACIA MEXICANA

transición como los de consolidación, en los que se producen cambios: 1) li-
bertad; 2) Estado de derecho; 3) rendición de cuentas vertical; 4) rendición 
de cuentas horizontal; 5) responsividad; 6) igualdad; 7) participación, y 8) 
competitividad (2004, p. 219). Como he dicho en otro texto,10 en una de-
mocracia digna de tal nombre tienen que estar presentes todas ellas, pero 
es imposible que todas tengan el mismo nivel de desarrollo, y la experiencia 
nos enseña que no se pueden mejorar todas simultáneamente. En los pro-
cesos de consolidación concretos siempre habrá algunos aspectos que reci-
ban mayor atención que otros. Inclusive plantean que fortalecer algunas de 
estas dimensiones puede ralentizar el desarrollo de otras. Ante la imposibi-
lidad de avanzar en las ocho dimensiones de manera simultánea, Diamond 
y Morlino sostienen que en la política real hay que decidir qué aspectos se 
quieren o se pueden privilegiar a través de las reformas constitucionales y 
legales. Por supuesto, estas decisiones no son voluntaristas ni producto de 
una plática de café; corresponden a tensiones políticas específicas, en co-
yunturas determinadas en las que, inevitablemente, hay divergencia entre 
lo ideal y lo logrado. Por lo general, una parte exige los cambios frente a 
fuerzas que los resisten.

En estos veintiún años los partidos políticos buscaron lo que ellos mis-
mos llamaron “la dignificación del Poder Legislativo”, sobre todo en las dos 
primeras legislaturas. Hubo un reconocimiento explícito de que el presi-
dencialismo autoritario fue posible por la nulificación de facto del sistema de 
contrapesos y equilibrios, ya que el diseño constitucional quedó rebasado 
por la práctica política. Si bien el Congreso Constituyente de 1917 diseñó 
un presidente fuerte (Marván, 2017; Salazar, 2017, entre otros), el proceso 
de concentración del poder en la persona del presidente ocasionó la nulifi-
cación del Poder Legislativo y del Poder Judicial.

La LVII Legislatura introdujo cambios muy relevantes en la organiza-
ción y gobernanza del Congreso. La realidad numérica de la composición 
del Congreso de 1997 obligó a los priistas no sólo a reconocer la pluralidad, 
además tuvieron que hacerlo en condiciones de desventaja frente a todas 
las demás oposiciones que, unidas, se convirtieron en mayoría al momen-
to de la instalación de las cámaras. A partir de ahí se dio la primera gran 
transformación en los órganos de gobierno en ambas cámaras, que, a su 
vez, propiciaron otros cambios profundos en la capacidad deliberativa y de 
organización del Poder Legislativo, incluyendo el sistema de comisiones y su 
importancia en el proceso de aprobación de las leyes.

10		 Marván, María, “Tensión democrática entre la libertad de expresión y la equidad”, Re-
vista Mexicana de Sociología, México, vol. 82, núm. 4, octubre-diciembre de 2020, pp. 807-833.
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Más allá de la fuerza que les daban los números, por decisión política las 
y los representantes de las oposiciones adquirieron la capacidad de confron-
tar al presidente y establecer nuevos obstáculos y controles a la actuación 
del Poder Ejecutivo. Como veremos, muchas veces esos límites resultaron 
en acciones positivas en el proceso de consolidación democrática, aunque 
es menester reconocer que también hubo múltiples enfrentamientos, tan 
inútiles como estériles, que no aportaron nada y contribuyeron a una des-
legitimación de los partidos políticos en su calidad de actores claves de la 
democracia. No es cierto que los veintiún años hubiesen sido de parálisis 
gubernamental, es verdad que hubo acciones francamente obstruccionistas, 
sobre todo en los primeros seis años, y la gran mayoría de ellas encabezadas 
por la fracción priista que no acababa de asimilar su derrota; pero también 
hubo muchos logros, y pronto aprendieron a generar acuerdos que aporta-
ban algún beneficio a todas las fracciones parlamentarias.

Es innegable que el pluralismo del Congreso, sumado a los cambios 
en su propia institucionalización, favoreció a un cambio positivo en el sis-
tema de controles y equilibrios. El presidente perdió casi todos los poderes 
metaconstitucionales que había descrito Jorge Carpizo desde finales de la 
década de los setenta y, además, comenzó a conformarse un nuevo sistema 
de rendición de cuentas horizontal que, por primera vez en la historia del 
México independiente, logró controlar, aunque fuera incipientemente, al 
Poder Ejecutivo. Los presupuestos anuales se comenzaron a discutir, y tan 
es así que muy pronto hubo que definir los límites a la capacidad de la Cá-
mara de Diputados para cambiar la propuesta del presidente; la revisión 
de la Cuenta Pública se transformó con la creación de la ASF. En fin, el 
Poder Legislativo dejó de aprobar incondicionalmente las iniciativas de ley 
enviadas por el presidente, las políticas públicas propuestas desde el Poder 
Ejecutivo fueron discutidas y modificadas; en pocas palabras, el Congreso 
perdió su condición de rubber-stamp para hacer sus intentos en el control de 
poderes. Aunque, como veremos, este desarrollo democrático se pervirtió 
muy pronto y no se alcanzó a desarrollar un auténtico sistema presidencial 
democrático.

En el proceso de contener el ilimitado poder de los presidentes y gene-
rar nuevos mecanismos de equilibrios y controles, aparecieron en México 
múltiples organismos con autonomía constitucional, los llamados OCA, que 
uno a uno fue restando facultades, y sobre todo discrecionalidad, al presi-
dente. Por regla general, los OCA están gobernados por cuerpos colegiados 
en cuyo nombramiento participa alguna de las dos cámaras del Congreso, 
y en todos los nombramientos se requiere de una mayoría calificada donde 
al menos entre dos fuerzas políticas sean obligados los acuerdos. En algunos 



15EL PAPEL DEL PODER LEGISLATIVO EN LA DEMOCRACIA MEXICANA

nombramientos interviene el Ejecutivo, a veces con capacidad de propuesta 
y otras con capacidad de veto. En el nombramiento de las personas conseje-
ras electorales, incluida la presidencia, el Ejecutivo no interviene para nada.

El Congreso y los partidos en él representados también fueron prota-
gonistas de una profunda transformación institucional del sistema político 
en un sentido más amplio. A través de múltiples reformas constitucionales 
se reconfiguraron algunas de las peores características del presidencialismo 
autoritario con partido hegemónico que prevaleció a lo largo de casi todo 
el siglo XX.

Se logró una auténtica y significativa ampliación de los derechos fun-
damentales, no sólo cuantitativamente, como se verá en el capítulo corres-
pondiente, ya que hubo múltiples reformas que incrementaron los supues-
tos contemplados en materia de derechos fundamentales. Con la reforma 
de 2011 se da una transformación cualitativa de grandes alcances: la parte 
dogmática de la Constitución dejó de llamarse “De las Garantías Individua-
les” para llamarse “De los Derechos Humanos y sus Garantías”, que no fue 
simplemente un cambio de nombre; fue un avance importante en términos 
de consolidación democrática.

Como bien señala Norberto Bobbio (1991), los derechos humanos son 
inherentes a la dignidad de la persona y, al mismo tiempo, son producto de 
la civilización; es decir, evolucionan en el derecho positivo y se perfeccionan 
a través de la historia. En este sentido, dice José Ovalle (2016), a partir de 
2011 nuestra Constitución reconoce un doble origen de los derechos huma-
nos: por un lado, la propia carta magna; por el otro, los tratados interna-
cionales a los que México se haya adherido. Esta reforma estableció como 
principios de los derechos fundamentales reconocidos y garantizados los 
siguientes: pro persona, universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. Esta evolución fortaleció los indicadores de la consolidación 
democrática mexicana.

Estas siete legislaturas de gobiernos sin mayoría también se distinguen 
por una ampliación sustantiva de los canales de participación para las per-
sonas en su carácter individual, y sobre todo, a los organismos de la socie-
dad civil que encontraron nuevas formas de participación a través de la or-
ganización conforme a sus intereses y preocupaciones para incidir en la vida 
política del país. Aparecieron múltiples organizaciones de la sociedad civil 
alrededor de demandas concretas para incidir en la democratización del 
sistema político. De manera enunciativa, pero no limitativa, se abordaron 
los siguientes temas: derechos humanos y su exigibilidad; vigilancia de los 
poderes públicos a través de la rendición de cuentas; prevención y denuncia 
de la corrupción; transparencia y acceso a la información pública guberna-
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mental; gobierno abierto; parlamento abierto; libertad de expresión; ecolo-
gía y derechos ambientales, etcétera.11

Los procesos de democratización son, por naturaleza, la evolución de 
acuerdos institucionales en medio de tensiones económicas, políticas y so-
ciales, en los que las contradicciones son parte inherente de estos; por eso se 
habla de tendencias hacia sistemas que “ganan” en desarrollo democrático 
en ciertos momentos en la historia, o por el contrario, tendencias en que se 
“pierde” en los indicadores democráticos y que conducen hacia sociedades 
más autocráticas. México transitó a la democracia de manera francamente 
tardía, y esto se ha convertido en uno de los principales obstáculos para su 
consolidación.

La democracia representativa tiene como actores a los partidos políti-
cos; por ello es importante prestar atención al sistema de partidos que tenía-
mos en la autocracia y al que construimos después de 1997. La clasificación 
más útil, desde mi perspectiva, sigue siendo la propuesta por Sartori (1976) 
en su libro Partidos y sistemas de partido. Teníamos un sistema de partido he-
gemónico pragmático y transitamos a un sistema de pluralismo limitado 
con tres partidos que fueron fundamentales para tomar las decisiones en 
el Congreso y modelar la competencia electoral con algunos otros partidos 
pequeños que, normalmente, compitieron en coalición con alguno de los 
tres mayores.

Asimismo, hay que poner atención a la clase de partidos que definieron 
esa competencia electoral. La teoría política clásica nos dice que, en un 
principio, siglo XIX en Europa, los partidos políticos fueron organizaciones 

11	 	Resulta imposible hacer un recuento exhaustivo de todas ellas, ni a nivel nacional ni 
en el ámbito local, ya que, literalmente, son centenares. En el área de los derechos huma-
nos tenemos como ejemplo: Amnistía Internacional México; Centro de Derechos Humanos 
Miguel Agustín Pro Juárez A. C.; recientemente las colectivas del Madres Buscadoras, como 
las Madres Buscadoras de Sonora, Jalisco, Guanajuato, que buscan a sus hijos desaparecidos 
por el crimen organizado o cualquier otra causa. Organizaciones dedicadas a la transpa-
rencia y la rendición de cuentas: Transparencia Mexicana; Fundar, Centro de Análisis e 
Investigación; Red por la Rendición de Cuentas. Instituciones que se dedican al desarrollo 
social GESOC A. C., Gestión Social y Cooperación; INCIDE, A. C., Iniciativa Ciudadana 
y Desarrollo Social. Vinculadas a la libertad de expresión, Artículo 19 México; Asociación 
Mexicana de Derecho a la Información. Organizaciones preocupadas por la ecología: Gre-
enpeace México; CENDA, Centro Mexicano de Derecho Ambiental; PRONATURA. Una 
de las principales organizaciones de la sociedad civil para la observación electoral en los años 
noventa fue Alianza Cívica A. C. Otras asociaciones cuya preocupación es el combate a la 
corrupción de manera específica, por ejemplo: Mexicanos Unidos Contra la Corrupción y 
la Impunidad. En la siguiente dirección se puede encontrar un directorio oficial del Servicio 
de Administración Tributaria de donatarias: http://omawww.sat.gob.mx/donatariasautorizadas/
Paginas/padron_directorio.html.
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de la sociedad que demandaban la consagración de la libertad de asocia-
ción —igual que los sindicatos, por cierto—. Rechazadas por considerar 
que sus intereses particulares atentaban en contra del interés de la nación, y 
despectivamente llamadas facciones, poco a poco fueron ganando recono-
cimiento como instituciones legítimas, y más tarde indispensables, hasta que 
se aceptó que la mejor manera de organizar las preferencias ciudadanas era 
a través de partidos políticos que se definieran ideológicamente y estuvieran 
encargados de organizar las opciones electorales para la renovación del po-
der a través de la vía electoral.

Si atendemos al análisis que los teóricos proponen de la evolución de 
los partidos políticos en las democracias representativas modernas (Duver-
ger, 2012; Panebianco, 1990; Sartori, 1976, y Katz & Mair, 2022, entre los 
más relevantes), podemos afirmar, aunque sea de manera muy esquemá-
tica, que los partidos nacen como partidos de cuadros; con la ampliación 
del sufragio masculino propia de finales del siglo XIX y principios del XX, 
los partidos se transformaron en partidos de masas que incorporaron, pri-
mero, a las grandes organizaciones sindicales, y posteriormente, a otros 
grupos de la sociedad civil. La primera mitad del siglo XX fue el tiempo 
de la lucha de las sufragistas para conquistar el voto pasivo y activo de las 
mujeres.

Después de la Segunda Guerra Mundial se extendió, en casi todas las 
democracias del mundo, el financiamiento público a los partidos políticos, 
lo que los transformó, de manera indudable y acaso irreversible, en entida-
des de interés público dependientes del Estado.12 Hacia finales de la época 
de la Guerra Fría los partidos evolucionaron hacia partidos “atrapa todo” 
(catch all parties), que se distinguen por su corrimiento al centro para po-
der atraer al mayor número de votantes, y especialmente después de 1989, 
cuando cayó el Muro de Berlín y con él el socialismo real, se desvaneció, 
en gran medida, la definición ideológica bipolar que identificaba la lucha 
electoral. Esto propició la aparición del último estadio en la evolución de 
los sistemas de partidos: los partidos cártel, que, de manera consciente o in-
consciente, funcionan con base en acuerdos que en la práctica se reparten 
el “mercado de votantes” que les permite subsistir en un mismo escenario 
político (Katz & Mair, 2022, p. 57).

Como bien nos advierten los autores, este “modelo teórico” diseñado 
para Europa Occidental resulta útil en otras latitudes siempre y cuando 

12		 Después de la Segunda Guerra Mundial, Alemania e Italia, cuando regresaron a la 
formación de regímenes democráticos, establecieron en sus Constituciones la prohibición de 
recomponer los partidos de corte fascista y la obligación del Estado de financiar a los parti-
dos democráticos.
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reconozcamos que “sencillamente, es posible que un país se salte algunas 
o todas las etapas del proceso y siga llegando al mismo resultado” (Katz & 
Mair, 2022, p. 57).

Ya desde principios del siglo XX, Robert Michels (1911) nos advertía de 
la inescapable tendencia a la oligarquización de cualquier organización so-
cio-política; fue justamente en su libro Partidos políticos que estableció la “Ley 
de hierro de la oligarquía”, la cual podemos sintetizar de la siguiente mane-
ra: cualquier organización democrática exitosa requiere de una estructura 
jerárquica con distinción en los roles de sus participantes para poder subsis-
tir y crecer; irremediablemente la democracia directa se vuelve imposible, y 
esto obliga a delegar el poder de todos en unos cuantos, lo que separa a las 
élites (partidarias) de las bases; es decir, se crea una oligarquía.

A finales del siglo XX, Richard Katz y Peter Mair desarrollaron la 
teoría del proceso de cartelización de los partidos políticos que, de alguna 
manera, fue elaborada sobre las propuestas pesimistas de Michels; la pre-
ocupación de éste se centra en la pérdida de condiciones democráticas al 
interior de los partidos políticos, mientras que en Katz y Mair su alegato 
está en la pérdida del sentido de competencia en el sistema de partidos, lo 
que genera un distanciamiento entre estos y el electorado, que acaba por 
disminuir las cualidades democráticas del sistema y provoca, quizá irre-
mediablemente, la pérdida, o al menos la disminución, de la legitimidad 
democrática.13

El partido cártel es un tipo de partido que, según se postula, ha surgido en 
los sistemas democráticos y se caracteriza por la interpretación del partido y 
del Estado, y por la tendencia a la colusión entre partidos. Con la apari-
ción del partido cártel, los objetivos de la política se vuelven autorreferentes, 
profesionales y tecnocráticos, y lo que queda de la competición sustantiva en-
tre partidos se refiere menos a diferencias políticas y más… a la provisión de 
espectáculos, imagen y teatro. Sobre todo, con la aparición de los partidos 
cártel, la capacidad para resolver problemas en la vida pública está cada vez 
menos politizada y menos incorporada a la competencia entre partidos políti-
cos. (Katz & Mair, 2022, p. 23)

Resulta importante tomar en cuenta que la transición a la democracia 
concluye en México casi diez años después de 1989; o sea, posterior a la 

13		 El término de cártel fue tomado prestado por Katz y Mair de la categoría propia de la 
economía en la que dos o más grupos económicos (productores y/o distribuidores) abando-
nan la competencia para entrar en acuerdos —no necesariamente hablados— de colusión, 
en los que hay una suerte de división del mercado en pactos oligopólicos, lo que les permite 
sobrevivir a costa de los beneficios del consumidor.
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caída del Muro de Berlín, que estableció simbólicamente el acta de defun-
ción del socialismo real. En ese entonces, el optimismo por el futuro de las 
democracias liberales era, por decir lo menos, desbordado (Katz & Mair, 
2022, p. 62). Sin embargo, en el siglo XXI, sobre todo después de la crisis 
financiera de 2008, que fue de alcances globales, se rompió con el encanto 
de la democracia, pensado como régimen único y aparentemente invenci-
ble. La crisis de legitimidad de los partidos políticos ha llevado a plantear 
la viabilidad de su desaparición. Considero imposible que en pleno siglo 
XXI exista un régimen democrático sin partidos, pero al mismo tiempo re-
conozco que el proceso de cartelización de los partidos hace evidente que 
las democracias en el mundo no han podido resistir sus propias tendencias 
suicidas, en términos de Garzón Valdés.

No resulta exagerado afirmar que en México fue hasta 1997 que los 
partidos políticos se convirtieron cabalmente en las instituciones diseña-
das para acceder al poder en condiciones competitivas, en las que hubiese 
reglas claras respetadas razonablemente por los actores que participaron 
en su construcción, en donde existe una autoridad del Estado encargada 
de organizar las elecciones y vigilar el cumplimiento de las reglas, y, en su 
caso, sancionar a los infractores de manera imparcial.14

Por supuesto, desde los albores del México independiente hubo partidos 
políticos en México, pero sólo hasta finales del siglo XX sirvieron como los 
vehículos de organización de las preferencias sociales y políticas para garan-
tizar el acceso al poder a través de las elecciones. México no vivió la etapa 
de los partidos de cuadros ni de los partidos de masas. Los partidos del siglo 
XIX fueron un remedo de partidos de cuadros, pero el acceso al poder era 
más producto de revueltas que culminaban con el asesinato del presidente 
en turno, que producto de elecciones bien organizadas cuyos resultados fue-
ran creíbles y respetados.

En el siglo XX, después de la Revolución de 1910-1917, el Partido 
Nacional Revolucionario (PNR) (1929); su sucesor, el Partido de la Revo-
lución Mexicana (PRM) (1938), y finalmente su tercera versión, el Partido 
Revolucionario Institucional (1946), fue una organización de control del 
poder que consideraba que no debía compartir el poder. Al convertirse en 
un partido formado por grandes corporaciones, cabía en él cualquier gru-
po u organización social; tampoco debía competir por el poder, ya que era 
el único legitimado para detentarlo. Desde sus orígenes se formó con una 
vocación hegemónica y con fuertes características corporativas para evitar 

14		 Esto comenzó con la reforma de 1977, que, como veremos, inició el proceso de tran-
sición a la democracia en México y terminó dos décadas después, cuando el Partido Revolu-
cionario Institucional pierde la mayoría simple en la Cámara de Diputados.
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la competencia electoral y controlar a los caciques y caudillos emanados de la 
Revolución de 1917.

El Partido Acción Nacional (1939) intentó ser un partido de cuadros en 
una sociedad política en la que los partidos eran mal vistos por el Estado; su 
capacidad competitiva fue más que nada testimonial. El Partido Comunista 
Mexicano (1919), intentó ser un partido de masas que intermitentemente 
pasó de la legalidad a la ilegalidad, cuando no a la franca y abierta perse-
cución de sus dirigentes. Nunca logró una afiliación importante de obreros 
sindicalizados porque estos fueron eficientemente cooptados por el PRM 
y el PRI. En resumen, la vida partidaria en México comienza con los par-
tidos “atrapa-todo” ya en la época en que las campañas políticas estaban 
dominadas por la mercadotecnia y se dedicaban sólo a la propaganda, con 
tendencia hacia un sistema cartelizado.

La democracia en México llegó de la mano de un muy generoso fi-
nanciamiento público, y paradójicamente, es difícil imaginar que sin éste 
hubiese sido posible cerrar el ciclo de reformas político-electorales, pues, 
en 1997, al mismo tiempo, este generoso —cuando no excesivo— finan-
ciamiento público facilitó el proceso de cartelización de los partidos polí-
ticos. Como veremos tanto en el capítulo de institucionalización del Poder 
Legislativo como en el de las reformas constitucionales, las tres principales 
fuerzas políticas, PRI, el otrora partido hegemónico; el PAN, a la derecha 
del PRI, y el Partido de la Revolución Democrática (PRD), a su izquierda, 
pronto se convirtieron en las fuerzas dominantes de la vida política mexica-
na. Cualquier decisión del Poder Ejecutivo requería del acuerdo de, por lo 
menos, dos de ellas.

…a nivel de los sistemas de partidos, los partidos mayoritarios, así como gran 
parte de los partidos minoritarios, han formado efectivamente un cártel a tra-
vés del cual protegen sus propios intereses, de tal manera que minan la capa-
cidad de su antiguo principal —el electorado— de controlar realmente a los 
partidos que se supone que son los agentes del electorado. Aunque se mantie-
ne la apariencia de la competencia, en términos de su sustancia política se ha 
convertido en un espectáculo para el público de las llamadas “democracia de 
audiencia” (Manin, 1997; Beus, 2011). Más aún, argumentamos que, para fa-
cilitar este comportamiento de cártel, los partidos políticos han adaptado sus 
propias estructuras, dando lugar a un nuevo tipo de organización partidista, 
que identificamos como el “partido cártel” (Katz & Mair, 2022, pp. 69 y 70).

Los esquemas de cooperación rápidamente se convirtieron en esque-
mas de colusión entre los partidos. A ello hay que agregar que la caída 
del Muro de Berlín; la conformación de la Unión Europea; la entrada en 
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vigor del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, firmado por 
Canadá, Estados Unidos y México, y la fortaleza que fueron adquirien-
do organismos internacionales como la Organización Mundial del Co-
mercio, el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, redujeron 
efectivamente los márgenes de maniobra de la política económica nacio-
nal para atender a los parámetros impuestos por dichos organismos (Katz 
& Mair, 2022, p. 72).

Sin negar la centralidad de los partidos para los regímenes democráti-
cos, es indispensable reconocer que el comportamiento oligopólico de los 
mismos ha minado la legitimidad de estas instituciones, y lo que es peor, del 
propio régimen democrático. El desencanto con las democracias de 2020 
es directamente proporcional a las expectativas poco realistas de la última 
década del siglo XX, y esto vale lo mismo para México como para el resto 
del mundo democrático.

No tengo duda en afirmar que el proceso de institucionalización del 
Poder Legislativo, así como muchas de las reformas constitucionales del pe-
riodo, estuvieron orientadas en la dirección correcta: hacia el fortaleci-
miento de la naciente democracia presidencial. Pero también es menester 
reconocer la muy limitada adhesión de las élites partidarias a las nuevas 
reglas que ellos mismos iban construyendo. Así como la débil o nula inter-
nalización de los principios democráticos que debieron haberles obligado, 
por ejemplo, a respetar el Estado democrático de derecho a cumplir cabal-
mente con el compromiso de aceptación de la derrota en procesos electo-
rales, o el respeto a la Asamblea deliberante, por mencionar sólo algunos 
de ellos. No hay diseño institucional que resista la falta de compromiso con 
las reglas del sistema político.

…cuando se dice que la moral positiva no debe desempeñar ningún papel en 
los sistemas ni en los comportamientos políticos, es manifiestamente incorrec-
ta si se admite la vinculación ya señalada entre moral positiva y legitimación, 
que la legitimación es condición necesaria de la existencia de todo sistema po-
lítico y que las razones morales proporcionan la justificación última, también, 
del comportamiento político (Garzón, 2000, p. 124).

Reitero, en los veintiún años de gobiernos divididos hubo grandes y 
profundas transformaciones institucionales en áreas clave de un proce-
so de consolidación democrática, sin embargo, no se vencieron muchas 
resistencias y pronto empezamos a experimentar retrocesos graves. La 
neonata democracia mexicana avanzó más rápido en la construcción de 
instituciones que en la formación de un nuevo ethos que llevara a la ciuda-
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danía, pero sobre todo a las élites, a actuar conforme a las nuevas reglas 
por convicción; en múltiples ocasiones vimos de qué manera se apegaron 
razonablemente a la literalidad de las nuevas leyes, a sabiendas de que 
se traicionaban los principios mismos de legitimidad del régimen demo-
crático. En esas condiciones fue imposible no sucumbir a las tentaciones 
suicidas de la democracia.




